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Administrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 24 de mayo de 1983.—P. D.. el Subsecretario, Libo- 

rio Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

18611 ORDEN de 24 de mayo de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Territorial de Granada en el recurso 
número 494 del año 1982, interpuesto por don Juan 
José de la Rosa Sánchez, don Ramón Cabrera Sal­
cedo y don José Reyes Caballero.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con número 
494 del año 1982, seguido en única instancia ante la Sala de lo 
Coñtencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Granan 
da por don Juan José de la Rosa Sánchez, don Ramón Cabre­
ra Salcedo y don José Reyes Caballero, contra la Administra­
ción pública, representada y defendida por el Abogado del Es­
tado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada 
a los interesados por el Habilitado, por no haber sido practicada 
conforme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 
d« diciembre, al no haberles sido aplicada la cuantía que a la 
proporcionalidad 4 les corresponde como Agentes de la Adminis­
tración de Justicia, y ante el silencio administrativo aplicado a 
la reclamación de los referidos Agentes, se ha dictado sentencia 
por la mencionada Sala, con fecha 19 de abril de 1983, cuya 

- parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que debemos estimar y estimamos el recurso con­
tencioso-administrativo interpuesto por don Juan José de la 
Rosa Sánchez, don Ramón Cabrera Salcedo y don José Reyes 
Caballero, contra la denegación tácita de la reclamación formu­
lada ante el Subsecretario del Ministerio de Justicia, anulándo­
se, por no ser conforme a derecho el acto impugnado, recono­
ciéndose en su lugar el derecho que les asiste a los funcionarios 
recurrentes a percibir durante el año 1978 los trienios que tienen 
reconocidos a razón de 800 pesetas mensuales, y en el año 1979 
a 880 pesetas mensuales; lo que conlleva que la Administración 
deba abonarles las diferencias eutre lo recibido, por este oon- 
oepto, durante los dos años citados y lo que realmente les co­
rresponda con arreglo a la cuantía fijada anteriormente; todo 
ello sin hacer mención especial de las costas.

Una ver firme esta sentencia, con certificación literal de la 
misma, devuélvase el expediente administrativo al Centro de 
procedencia.

Así, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.—Firmada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V.. I.
Madrid, 24 de mayo de 1983.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

18612 ORDEN de 24 de mayo de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso Administrativo—Sec­
ción Segunda— de la Audiencia Nacional en el 
recurso número 22.585, interpuesto por don Ramón 
Alonso Lorenzo.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 22.585, seguido en única instancia ante la Sala de lo Con- 
tencioso-Administrativo —Sección Segunda— de la Audiencia 
Nacional, por don Ramón Alonso Lorenzo, contra la Administra­
ción pública, representada y defendida por el Abogado del Es­
tado, sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada al 
interesado por el Habilitado, por no haber sido practicada con­
forme a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 de 
diciembre, al no haberle sido aplicada la cuantía que a la pro­
porcionalidad 6 le corresponde como Auxiliar diplomado de la 
Administración de Justicia, y ante el silencio administrativo 
aplicado a la reclamación del referido Auxiliar, se ha dictado 
sentencia por la mencionada Sala, con fecha 25 de febrero de 
1983, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que estimando el actual recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don Ramón Alonso Lorenzo, frente

a la Administración General del Estado, representada y defen­
dida por su Abogacía, contra la denegación presunta, producida 
por silencio administrativo, del Ministerio de Justicia, sobre 
actualización económica de trienios a que la demanda se con­
trae, debemos declarar y declaramos no ser conforme a de­
recho dicho acto administrativo combatido, anulándolo y deján­
dolo sin efecto, declarando en.su lugar el derecho que le asiste 
a la parte hoy recurrente a que le sean actualizados los trienios 
que como Auxiliar de Justicia le fueron reconocidos en su día 
por aquél, y cuyos trienios percibe como parte integrara te de 
sus haberes, verificándose tal actualización por virtud de lo 
establecido en la Orden de 27 de marzo de 1978. cuyos benefi­
cios económicos son de aplicación, con efectos de tal naturaleza 
desde el 1 de enero de 1978 al 31 de diciémbre de 1979, en la 
cuantía que para 1978 establece la Ley 1/1978, de 19 de enero, 
y en la cuantía que para 1979 establece el Real Decreto-ley 
70/1978, de 29 de diciembre; todo ello, sin hacer una expresa 
declaración de condena en costas respecto de las derivadas' de 
este proceso jurisdiccional.

Así, por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo de la Sala, lo pronunciamos, mandamos y firma­
mos.—Firmada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a y. I.
Madrid, 24 de mayo de 1983.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánchez-Pescador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

18613 ORDEN de 24 de mayo de 1983 por la que se 
acuerda el cumplimiento de la sentencia dictada 
por la Sala de lo Contencioso-Administratimo —Sec­
ción Segunda— de la Audiencia Nacional en el 
recurso número 22.591, interpuesto por don José 
Cortés Personat.

. Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo con nú­
mero 22.591, seguido en única instancia ante la Sala de lo 
Contencioso-Admlnistrativo (Sección Segunda! de la Audiencia 
Nacional por don José Cortés' Personat, contra la Administración 
pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
sobre liquidación de la cuantía de los trienios efectuada al inte­
resado por el Habilitado, por no haber sido practicada conforme 
a lo dispuesto en el Real Decreto-ley 70/1978, de 29 de diciem­
bre, al no haberle sido aplicada la cuantía que a la proporcio­
nalidad 6 le corresponde como Auxiliar diplomado de la Admi­
nistración de Justicia, y ante el silencio administrativo aplicado 
a la reclamación del referido Auxiliar, se ha dictado sentencia 
por la mencionada Sala, con fecha 9 de abril de 1983, cuya parte 
dispositiva dice así:

«Fallamos: Que estimando el actual recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don José Cortés Personat, Auxiliar 
de la Administración de Justicia y frente a la Administración 
General del Estado, representada y defendida por su Abogacía, 
contra la denegación presunta, producida por silencio adminis­
trativo, del Ministerio de Justicia, sobre actualización económica 
de trienios a que la demanda se contrae, debemos declarar y 
declaramos no ser conforme a derecho dicho acto administra­
tivo combatido, anulándolo y dejándolo sin efecto, declarando 
en su lugar el derecho que le asiste a la parte hoy recurrente 
a que le sean actualizados los trienios que como Auxiliar de 
Justicia le fueron reconocidos en su día por aquél, y cuyos trie­
nios percibe como parte integrante de sus haberes, verificán­
dose tal actualización por virtud de lo establecido en la Orden de 
27 de marzo de 1978, cuyos beneficios económicos son de apli­
cación, con efectos de tal naturaleza desde el 1 de enero de 1978 
al 31 de diciembre de 1979, en la cuantía que para 1978 esta­
blece la Ley 1/1978, de 19 de enero, y en la cuantía que para 
1979 establece el Real Decreto-ley 70/1978. de 29 de diciembre; 
todo ello, sin hacer una expresa declaración de condena en cos­
tas respecto de las derivadas de este proceso jurisdiccional.

Así, por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo de la Sala, lo pronunciamos, mandamos y firma­
mos.—Firmada y rubricada.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad- 
ministrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V I.
Madrid, 24 eje mayo de 1983.—P. D., el Subsecretario, Liborio 

Hierro Sánóhezí’escador.

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.


